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“La Fiscalía no tiene capacidad de 
autoinvestigarse por varias razones 
tanto estructurales como culturales”
Con un acabado conocimiento del actual sistema penal a nivel teórico 
y práctico evalúa sus avances y retrocesos a 23 años de su puesta en 

marcha en la Región del Maule 

Con la mirada del tiempo ¿la Re-
forma Procesal Penal cumplió 
con sus promesas?
“Es una pregunta difícil de respon-
der porque las promesas, es decir, 
los fines y objetivos de la Reforma 
Procesal Penal, fueron variados y 
complejos. 
El proceso de sustitución del an-
tiguo proceso penal comenzó a 
gestarse durante la etapa final de la 
dictadura. Una vez recuperada la 
democracia, el objetivo central fue 
democratizar el sistema de perse-
cución penal y ello requería susti-
tuir el proceso penal. 
Lo que se pretendía inicialmen-
te era que el proceso penal incor-
porara plenamente los derechos 
fundamentales en la investigación 
y el juzgamiento, es decir, que las 
sentencias que dictaran los tribu-
nales fueran legítimas desde una 
perspectiva democrática. Con ello 
no se quería decir que los jueces 
fueran malas personas o antidemó-
cratas”. 

¿Cuál era la situación que se que-
ría reformar?
“El diagnóstico era que la estruc-
tura del proceso, es decir, la forma 
en la que estaba diseñado por la ley, 
no se ajustaba a los estándares de 
legitimidad determinados por el 
pleno respeto de los derechos fun-
damentales. 
Si al término de la dictadura, la 
misión era incorporar a Chile en 
el concierto internacional, debía-
mos ajustar nuestras normas a los 
criterios y reglas que comparten la 
mayoría de los países del mundo 
occidental”.

¿Y cómo evolucionó con los años?
“En el proceso de discusión de la 
reforma procesal comenzaron a 

surgir otras perspectivas y enfo-
ques diferentes. 
Uno de ellos fue el de la gerencia-
lización, es decir, un enfoque en el 
que la inversión de recursos debe 
hacerse de acuerdo con criterios 
de racionalidad económica, muy 
propio de las formas capitalistas de 
hacer las cosas en el nuevo orden 
económico que triunfó después del 
término de la guerra fría.
Otra corriente que comenzó a ha-
cerse presente en la discusión, y 
que ha tenido un fuerte impacto 
en los 24 años desde la entrada en 
vigor del Código Procesal Penal, 
ha sido la tensión entre garantías y 
eficacia. 
La casi totalidad de las varias –y 
quizás demasiadas– reformas que 
se le han introducido al sistema pe-
nal desde el año 2000 cuando entró 
en vigor, apuntan en esa dirección. 
Se estima que reconocer garan-
tías a los imputados resta eficacia 
al sistema. Y esa es una discusión 
extensa, cruzada por discursos de-
magógicos y no siempre fundada 
en evidencia”.

¿Cuál es la raya para la suma?
“Sin perjuicio de ello, creo que la 
Reforma Procesal Penal sí ha signi-
ficado un evidente avance en térmi-
nos de democratización de nuestro 
sistema de persecución penal. 
Quedan pendientes desafíos de ra-
cionalización del sistema y de apli-
cación igualitaria, ya que el sistema 
sigue teniendo una especial efec-
tividad respecto de ciertos delitos 
que se relacionan con determina-
dos estratos socioeconómicos, y 
una mucho menor eficacia en con-
tra de otros”.

¿Las instituciones creadas por la 
RPP están de acuerdo con las ex-
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pectativas?
“A prácticamente dos décadas y media 
de aplicada la reforma procesal pe-
nal –razón por la que ya no es preci-
so referirse a ella como una ‘reforma’ 
propiamente tal– urge su diagnóstico 
profundo y serio. 
Dentro del sistema de persecución 
penal, la estructura orgánica del Mi-
nisterio Público es lo que, a mi juicio, 
requiere la revisión más urgente. Sin 
perjuicio, además, de revisar la propia 
estructura del Poder Judicial”.

¿Qué ocurre con el Ministerio Públi-
co?
“Enfocado en la Fiscalía, hay nudos en 
su diseño que, por un lado, impiden 
que este organismo sea completamen-
te eficaz; y, por otro, que facilita que 
se den en su interior prácticas reñidas 
con la probidad.
Los hechos que hemos conocido pú-
blicamente a raíz de investigaciones 
periodísticas –que demuestran la im-
portancia de la libertad de la prensa, si 
se me permite ese inciso– y que invo-
lucran a fiscales y ex fiscales, muestran 
que se necesitan reformas mayores”.

¿Dónde focalizar los cambios?
“Un primer problema -a mi juicio- es 
la estructura jerarquizada y piramidal 
que tiene la Fiscalía, en la que todos 
dependen del Fiscal Nacional; y ese 
modelo se replica a nivel regional: fis-

cales y funcionarios dependen, a su 
vez, de los fiscales regionales. Eso debe 
cambiar urgentemente. 
No es una casualidad que el nombra-
miento del Fiscal Nacional suscite tan-
to interés entre los políticos; y la expe-
riencia muestra que las personas que 
han sido designadas en ese cargo no 
son, necesariamente, los candidatos 
más solventes técnicamente. 
La adopción de decisiones, como 
el nombramiento de una autoridad 
como es el Fiscal Nacional, que se hace 
dándole preeminencia a los intereses 
personales o de sectores económicos o 
políticos, en desmedro del interés co-
mún de la sociedad, obedece a la defi-
nición misma de corrupción.
La dirección del Ministerio Público 
debería estar en manos de un cuerpo 
colegiado, es decir, de un grupo de 
personas, integrado por fiscales, pero 
también por funcionarios y personas 
externas a la institución. Es este gru-
po el que debería decidir las políticas 
de persecución penal, pero también 
debería controlar el cumplimiento de 
la ley y la adhesión irrestricta a la pro-
bidad”.

¿Qué cambios hacer a nivel de las fis-
calías regionales?
“Por debajo del nivel nacional, creo 
que adoptar una regionalización de la 
Fiscalía que coincida con la organiza-
ción administrativa del país, es inne-

cesario. Ello hace que la Fiscalía le sea 
más cara a las y los contribuyentes y no 
reporta, necesariamente, un beneficio. 
Por el contrario, la Fiscalía debería es-
tar organizada sobre la base de zonas 
geográficas determinadas por la rea-
lidad de los fenómenos delictivos que 
debe enfrentar.
El sistema de elección de Fiscal Regio-
nal genera incentivos perversos. Por 
un lado, tensiona la institución, en un 
proceso en el que hay ganadores y per-
dedores; y obliga a los interesados en 
ser fiscal regional a establecer contac-
tos con el Poder Judicial para lograr su 
nominación en la terna respectiva. 
Por otro lado, el plazo constitucional 
para el ejercicio del cargo no asume 
el problema de qué va a hacer el o la 
Fiscal Regional cuando ese período 
concluya. Eso hace que muchos fisca-
les regionales comiencen a buscar un 
trabajo en la etapa final de su período. 
Y en ese escenario, solo nos queda 
confiar en la probidad de esas perso-
nas de que no usarán su cargo para 
buscar alternativas profesionales. Los 
hechos que hemos conocido pública-
mente podrían mostrar, de ser efecti-
vos, que no siempre podemos confiar.
Por eso, estimo que cada zona geográ-
fica de la Fiscalía debería estar coor-
dinada por un fiscal o un grupo de 
fiscales que no dejen de ser fiscales, de 
modo que, cuando acabe su período, 
siguen con sus funciones normales. 

La coordinación en cada zona geográ-
fica debería estar enfocada en la admi-
nistración de los recursos disponibles, 
su inversión en la realización de las 
funciones y en la identificación y aná-
lisis de los fenómenos delictuales pre-
sentes en esa zona, con el fin de aplicar 
los criterios de persecución a tales pro-
blemas”.

¿Está el Ministerio Público prepara-
do para investigarse a sí mismo?
“La respuesta, a mi juicio, es definiti-
vamente negativa, por varias razones, 
tanto estructurales como culturales.
La Fiscalía no tiene capacidad de au-
toinvestigarse. Estructuralmente, por-
que la decisión final queda radicada 
solo en el fiscal nacional, quien tiene 
la potestad sancionadora dentro de la 
institución, y este puede resolver de 
acuerdo con el criterio que, pruden-
cialmente, le parezca más acertado. 
Y esos criterios pueden, sin proble-
mas, no mostrar apego alguno a la 
probidad. Nuevamente, a las y los ciu-
dadanos solo nos queda confiar en la 
probidad de esa autoridad, pero sin 
mecanismos efectivos de control. Aquí 
aparece, otra vez, el carácter jerárquico 
del Ministerio Público como un obs-
táculo.
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